El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
ACCIÓN POPULAR / INCIDENTE DE DESACATO / DEFINICIÓN Y FINALIDAD / PRESUPUESTOS PARA SANCIONAR / SE CONFIRMA LA PROVIDENCIA CONSULTADA / EN ESTE CASO EL CUMPLIMIENTO DE LA SENTENCIA FUE APENAS PARCIAL. 

El artículo 34 de la Ley 472 de 1998, en su inciso 4º, establece que en el fallo el juez señalará un plazo prudencial con el alcance de sus determinaciones, dentro del cual deberá iniciarse el cumplimiento de la providencia y posteriormente culminar su ejecución.

Y el artículo 41, consagra la posibilidad de imponer sanción a quienes incumplan las órdenes contenidas en los fallos de las acciones populares…
… un incidente de desacato en una acción popular, sigue las pautas de aquel que se adelanta en una acción de tutela. Así lo ha dicho la misma corporación en la sentencia SU-034 de 2018, en la que la además del tema central allí tratado reiteró consolidadas posiciones acerca de la finalidad del incidente de desacato, señaló:  

“En este orden de ideas, la autoridad que adelante el incidente de desacato se debe limitar a verificar los siguientes aspectos: (i) a quién se dirigió la orden, (ii) en qué término debía ejecutarse, (iii) el alcance de la misma, (iv) si efectivamente existió incumplimiento parcial o integral de la orden dictada en la sentencia, y de ser el caso (v) cuáles fueron las razones por las que el accionado no obedeció lo ordenado dentro del proceso” (…)
En el asunto bajo estudio, la orden a cumplir era garantizar el servicio de guía intérprete a la población ciega y sordociega, y adecuar un sitio fácilmente detectable en la sucursal, en el que se indicara dónde podría ser atendida la población beneficiada con este amparo. (…)
… observa la Sala que la demandada no ha dado cumplimiento al artículo 8º de la Ley 982 de 2005, pues dentro de su programa de atención al cliente, no ha incorporado el servicio de intérprete y guía intérprete para las personas sordas y sordociegas que lo requieran de manera directa o mediante convenios con organismos que ofrezcan tal servicio.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA


Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, enero veinte (20) de dos mil veinte (2020) 

Acta No. 005 del 20 de enero de dos mil veinte (2020)

Expediente No. 66682-31-03-001-2018-00495-01
Resuelve esta Sala sobre el grado jurisdiccional de consulta en relación con el auto proferido por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, el pasado 21 de octubre, por medio del cual se sancionó a la doctora Teresa Eugenia Prada González, en calidad de Presidenta Ejecutiva de la Fundación de la Mujer Colombia SAS, con multa de un (1) salario mínimo legal mensual vigente, por haber desacatado la sentencia del 6 de mayo del presente año, en la acción popular que contra esa fundación, inició Uner Augusto Becerra Largo. 
A N T E C E D E N T E S

1. Mediante sentencia del 6 de mayo del presente año, proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal en la acción popular de la referencia, se concedió el amparo solicitado. En el numeral 3º ordenó a la demandada que dentro de los dos meses siguientes a la ejecutoria de dicha providencia, “… garantice el servicio de guía intérprete a la población ciega y sordo ciega,  en la sede ubicada en la carrera 14 Nro 13-75 del municipio de Santa Rosa de Cabal, lo que puede hacer a través de convenios como lo indica expresamente la norma. Presentará en un lugar fácilmente detectable la información correspondiente al lugar donde pueden ser atendidas a través de señales o sistemas de alarma que este grupo poblacional pueda reconocer…” En el numeral 4º le mandó prestar caución para garantizar el cumplimiento del fallo, por valor de $5.000.000, en un término de 10 días
.

2. El 21 de agosto del año en curso, el actor popular pidió “… abrir incidente de desacato contra la entidad accionada que no cumple lo ordenado en sentencia”
.

3. Por auto del 23 siguiente, el juzgado de primera sede requirió a la presidenta Ejecutiva de la Fundación de la Mujer Colombia S.A.S, Dra. Teresa Eugenia Prada González, para que dentro de los tres días siguientes a la notificación de la decisión, “… presente prueba del cumplimiento de los ordinales tercero y cuarto del fallo emitido…”, so pena de dar inicio al trámite incidental e imponer las sanciones establecidas por el artículo 41 de la Ley 472 de 1998
. 

4. Se pronunció el apoderado que representa a la entidad accionada. Señaló que contrario a la versión que dio uno de los colaboradores de la organización, esta si cuenta con las herramientas tecnológicas y personales para atender a la población con discapacidad auditiva y visual, pues lo que buscan es la inclusión financiera de todas las personas con una actividad económica organizada. Agregó que están adelantando todas las diligencias necesarias para asegurar la atención de personas sordas, ciegas, y sordociegas. En relación con las personas sordas, cuentan con la plataforma SIEL “… para usar intérpretes virtuales para el ofrecimiento de nuestros productos y servicios…”. En relación con las personas ciegas, “… nuestro personal se encuentra plenamente capacitado para servirle a esta comunidad interesada en tomar productos microfinancieros...", y en cuanto a las sordociegas, presentan la póliza de cumplimiento ordenada en el fallo, “… ya que a la fecha tanto el INSOR como el INCI no facilitan una herramienta digital de interpretación y nos encontramos a la espera de asegurarle al despacho el cumplimiento de esta orden…”
.
5. De acuerdo con la respuesta anterior, el juzgado de primer nivel, mediante proveído del 2 de septiembre pasado, dio apertura al incidente propuesto, y dispuso notificarle su contenido a la representante legal de la entidad accionada para que en el término de tres días se pronunciara
.
6. En ese lapso, el mismo apoderado judicial allegó escrito en el que puso de presente las gestiones realizadas para cumplir la sentencia. Informó que la organización capacitó a su personal para que pudieran atender al grupo poblacional de que se trata, y que ha gestionado todo lo necesario para la implementación de la plataforma SIEL para usar intérpretes virtuales con fines de accesibilidad a sus productos y servicios; que han acondicionado su espacio físico para la atención a personas ciegas, y que de acuerdo con el INCI, las personas con discapacidad visual no requieren para su atención un sistema de interpretación o un intérprete especializado “… ya que ellos son plenamente capaces de acceder a cualquier servicio sin que medie un tercero o sistema de interpretación…”. Agregó que tanto el INSOR como el INCI no facilitan una herramienta digital de interpretación para la atención de personas en condición de sordoceguera “… y manifestamos estar a la espera de la respuesta de tales entidades para asegurarle al despacho el cumplimiento de esta orden…”. Señaló que tales personas, por su especial condición, están siempre acompañadas de un guía intérprete, en general familiares o cuidadores y cuando lo requieren, perros guías. Pidió claridad en cuanto a las órdenes impartidas, pues actualmente se encuentran implementando un guía o intérprete virtual para las personas sordas y sordociegas, y presentando la información en un lugar fácilmente detectable donde pueden ser atendidas a través de señales y contar con un sistema de alarmas “… que este grupo poblacional que llegue a las personas con necesidades especiales…”
. 

7. Con auto del pasado 9 de septiembre, se decretaron las pruebas pedidas por la accionada, pues el demandante no solicitó
.

8. Mediante el proveído objeto de consulta, la jueza de primera instancia declaró en desacato y sancionó con multa de un salario mínimo legal mensual vigente a la Dra. Teresa Eugenia Prada González, presidenta de la entidad demandada. 

Para decidir así, consideró, en síntesis, que de acuerdo con las pruebas recaudadas, la entidad demandada, no ha dado total cumplimiento al fallo emitido en la acción popular de que se trata,  pues si bien es cierto, prestó la caución requerida y adecuó algunos avisos de atención preferencial, “… no demuestra que el servicio de guía intérprete para personas sordo ciegas se esté prestando a cabalidad…”
.
9. En esta sede, por auto del pasado 21 de noviembre, de manera oficiosa, se ordenó requerir a la Presidenta de la fundación demandada, informara en el término de dos (2) días, de manera precisa, si en la sede ubicada en la carrera 14 No. 13-75 del municipio de Santa Rosa de Cabal, se garantiza el servicio de guía intérprete a la población ciega y sordociega y si presenta en un lugar fácilmente detectable la información correspondiente al sitio donde pueden ser atendidas a través de señales o sistemas de alarma que ese grupo poblacional pueda reconocer
. Ese lapso pasó en silencio.
C O N S I D E R A C I O N E S
1. Le corresponde a la Sala definir, por medio de esta providencia, si debe revocarse o no la sanción impuesta en primera instancia, en este trámite incidental previsto en el artículo 41 de la ley 472 de 1998.

2. El artículo 34 de la Ley 472 de 1998, en su inciso 4º, establece que en el fallo el juez señalará un plazo prudencial con el alcance de sus determinaciones, dentro del cual deberá iniciarse el cumplimiento de la providencia y posteriormente culminar su ejecución.

Y el artículo 41, consagra la posibilidad de imponer sanción a quienes incumplan las órdenes contenidas en los fallos de las acciones populares, en los siguientes términos:
“Art. 41. Desacato. La persona que incumpliere una orden judicial proferida por la autoridad competente en los procesos que se adelanten por acciones populares, incurrirá en multa hasta de cincuenta (50) salarios mínimos mensuales con destino al Fondo para la Defensa de los Derechos e intereses Colectivos, conmutables en arresto hasta de seis (6) meses, sin perjuicio de las acciones penales a que hubiere lugar.

La sanción será impuesta por la misma autoridad que profirió la orden judicial, mediante trámite incidental y será consultada al superior jerárquico, quien decidirá en el término de tres (3) días si debe revocarse o no la sanción. La consulta se hará en efecto devolutivo”.
3. En relación con el tema, la Corte Constitucional, en la sentencia T-254 del 2014, señaló que: 

“4. El rol del juez de la acción popular en la protección eficaz de los derechos e intereses colectivos. Facultades para asegurar el cumplimiento de sus sentencias. El incidente de desacato de la sentencia de acción popular. (…) 

4.4. La Ley 472, en efecto, dotó al juez popular de amplias facultades oficiosas destinadas a lograr que cada uno de estos momentos -el trámite de la acción y la fase de cumplimiento del fallo- realicen el principio de eficacia y privilegien el derecho sustancial sobre cualquier exigencia formal que pueda obstaculizar la protección del derecho o interés colectivo de que se trate. (…)
Facultades del juez de la acción popular frente a la ejecución de las órdenes de amparo de los derechos colectivos. El incidente de desacato. (…)

El artículo 41 de la Ley 472 de 1998 sostiene que quien incumpla una orden judicial proferida por la autoridad competente en los procesos que se adelanten por acciones populares, “incurrirá en multa hasta de cincuenta (50) salarios mínimos mensuales con destino al Fondo para la Defensa de los Derechos e Intereses Colectivos, conmutables hasta con arresto hasta de seis meses, sin perjuicio de las sanciones penales a que hubiere lugar”. La sanción debe ser impuesta por la misma autoridad que profirió la orden judicial, a través de trámite incidental, y ser consultada al superior jerárquico, quien deberá decidir, en el efecto devolutivo, si la sanción debe revocarse. 

4.7. En esa línea, es posible identificar similitudes en las facultades que el Decreto 2591 de 1991 y la Ley 472 de 1998 les concedieron al juez de tutela y al de la acción popular para que impulsaran el cumplimiento de sus sentencias. 

Como punto de partida, se destaca el hecho de que ambos cuerpos normativos hayan considerado que dichas autoridades debían conservar su competencia, después de proferido el fallo, para adoptar las medidas que conduzcan a hacer efectivo el amparo. Eso explica que tanto el juez de tutela como el de la acción popular puedan convocar a las entidades encargadas de ejecutar las órdenes de protección, cuantas veces sea necesario; practicar pruebas para establecer los motivos de su negligencia y adelantar las diligencias que correspondan para corregir tales obstáculos.
 (…) 

4.8. Una segunda similitud tiene que ver con el hecho de que tanto el juez de la acción popular como el de la acción de tutela puedan valerse de sus poderes disciplinarios para presionar el cumplimiento de sus decisiones, en el marco del incidente de desacato. Como se indicó antes, el incidente es en esencia un procedimiento disciplinario que indaga sobre la responsabilidad subjetiva de la autoridad conminada a materializar el amparo y que, por esa vía, aspira a incidir en el restablecimiento del derecho trasgredido. 

Por eso, el incidente de desacato de un fallo de acción popular resulta idóneo para que el juez, investido de la competencia que le atribuyó la Ley 472 de 1998, verifique el cumplimiento de su decisión y aplique los remedios judiciales que considere apropiados para asegurar que sus órdenes sean cabal y oportunamente satisfechas. Con ese fin, puede requerir a los responsables del cumplimiento, solicitarles informes de su gestión y reclamar la intervención de los organismos de control. La responsabilidad del juez, en estos casos, no es otra que la de desplegar la gama de facultades que le fueron conferidas en su condición de director del proceso, para procurar que la protección que reconoció se concrete de una forma coherente con los mandatos de celeridad y eficacia que guían el trámite de las acciones populares”.
4. De acuerdo con lo anterior, un incidente de desacato en una acción popular, sigue las pautas de aquel que se adelanta en una acción de tutela. Así lo ha dicho la misma corporación en la sentencia SU-034 de 2018, en la que la además del tema central allí tratado reiteró consolidadas posiciones acerca de la finalidad del incidente de desacato, señaló:  

“En este orden de ideas, la autoridad que adelante el incidente de desacato se debe limitar a verificar los siguientes aspectos: (i) a quién se dirigió la orden, (ii) en qué término debía ejecutarse, (iii) el alcance de la misma, (iv) si efectivamente existió incumplimiento parcial o integral de la orden dictada en la sentencia, y de ser el caso (v) cuáles fueron las razones por las que el accionado no obedeció lo ordenado dentro del proceso
… 

E igualmente resaltó que: 

“… Al evaluar el alcance de la decisión del juez que resuelve la consulta en el marco de un incidente de desacato, este Tribunal ha establecido que en esta etapa del trámite la autoridad competente deberá verificar los siguientes aspectos: 

(i) si hubo incumplimiento y si este fue total o parcial, apreciando en ambos casos las circunstancias del caso concreto –la causa del incumplimiento– con el fin de identificar el medio adecuado para asegurar que se respete lo decidido.

(ii) si existe incumplimiento, deberá analizar si la sanción impuesta en el incidente de desacato es la correcta, en esta etapa, se corrobora que no haya una violación de la Constitución o de la Ley y que la sanción es adecuada, dadas las circunstancias específicas de cada caso, para alcanzar el fin que justifica la existencia misma de la acción de tutela, es decir, asegurar el goce efectivo del derecho tutelado por la sentencia.
…”
5. En el asunto bajo estudio, la orden a cumplir era garantizar el servicio de guía intérprete a la población ciega y sordociega, y adecuar un sitio fácilmente detectable en la sucursal, en el que se indicara dónde podría ser atendida la población beneficiada con este amparo.

6. Para acreditar el cumplimiento de las órdenes contenidas en la sentencia de la acción popular, la parte demandada allegó como pruebas las siguientes:

6.1 Copia del contrato que celebró con la empresa Security & Consulting Ltda., para el suministro e instalación de sistemas de alarma en las oficinas de la sede del municipio de Santa Rosa de Cabal
.
6.2 Registro fotográfico relacionado con puesto de atención preferencial para personas con limitaciones visuales y auditivas
.

6.3 “Hoja de Asistencia” de las señoras Laura Tatiana Mejía G y Natali González Matías a la “Capacitación Manejo Siel”, efectuadas el 5 y 26 de agosto de este año y en el que se señala como responsable de la actividad a la Coordinadora Experiencia al Cliente
. 

6.4. Póliza judicial No. 2447650-4, de Seguros Suramericana S.A., por valor de $5.000.000; en la que aparece como tomador Fundación de la Mujer Colombia S.A.S, y beneficiario y/o asegurado, Uner Augusto Becerra Largo y otros, del 28 de agosto del presente año, que garantiza el pago que ordene la autoridad judicial competente, a la parte vencida en los procesos que se adelanten por acciones populares, en caso de incumplimiento de la sentencia
.

7. Analizado el contenido de esos documentos, observa la Sala que la demandada no ha dado cumplimiento al artículo 8º de la Ley 982 de 2005, pues dentro de su programa de atención al cliente, no ha incorporado el servicio de intérprete y guía intérprete para las personas sordas y sordociegas que lo requieran de manera directa o mediante convenios con organismos que ofrezcan tal servicio. En efecto: 
a. La instalación de sistemas de alarma en las oficinas de la sede demandada efectuadas por la empresa Security & Consulting Ltda., y la adecuación de un puesto de atención preferencial para personas con limitaciones visuales y auditivas, no demuestran el cumplimiento de que se trata, pues se reitera, la orden impartida en la sentencia de primera sede, fue el de garantizar el servicio de intérprete y guía intérprete, lo que podía hacerse por medio de convenios y esa orden no se satisface con la instalación de alarmas, ni con la existencia de un sitio en el que se atiendan de manera preferente aquellas personas.
b. La capacitación de las señoras Laura Tatiana Mejía G y Natalí González Matías tampoco demuestra el cumplimiento del fallo, pues se desconoce si la capacitación que recibieron les permite actuar como intérpretes y guías intérpretes respecto de la población que se pretendió amparar con la sentencia proferida. Tampoco obra en el expediente prueba alguna de la que pueda inferirse el vínculo laboral que las citadas señoras tienen con la fundación demandada. 

8. Surge evidente que no se ha dado cumplimiento a la orden impuesta en el ordinal tercero del fallo dictado el 6 de mayo último, pues ninguna de las pruebas allegadas acredita que la parte demandada cuente con el servicio de intérprete y guía intérprete para las personas sordas y sordociegas que lo requieran de manera directa o mediante convenios con organismos que ofrezcan tal servicio, tal como lo exige el artículo 8º de la Ley 982 de 2005.

Se atendió sí aquella a que se refiere el ordinal cuarto, porque se aportó la póliza otorgada para acreditar el cumplimiento de la sentencia. 
9. Se concluye de lo expuesto que la Presidenta Ejecutiva de Fundación de la Mujer Colombia S.A.S., doctora Teresa Eugenia Prada González, incurrió en desacato, motivo por el cual se confirmará la providencia objeto de consulta.

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, 

R E S U E L V E 

CONFIRMAR el auto proferido el pasado 21 de octubre por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, por medio del cual se sancionó a la doctora Teresa Eugenia Prada González, en calidad de Presidenta Ejecutiva de Fundación de la Mujer Colombia S.A.S., con multa de un (1) salario mínimo legal mensual vigente, por haber desacatado la sentencia del 6 de mayo del presente año, en la acción popular que contra esa entidad, inició Uner Augusto Becerra Largo. 

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

DUBERNEY GRISALES HERRERA

En ausencia justificada
EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS

� Folios 62 a 66, cuaderno principal


� Folio 6, cuaderno incidente de desacato


� Fl. 7, cuaderno incidente de desacato.


� Folios 15 y 16, cuaderno incidente de desacato.


� Fls. 17 y 18, cuaderno de incidente de desacato.


� Folios 43 a 48, cuaderno de incidente de desacato.


� Folio 4, cuaderno de incidente de desacato.


� Folios 57 a 59, cuaderno incidente de desacato.


� Folio 8, cuaderno  de segunda instancia


� La Sentencia 85001-23-31-000-2011-00047-01(AP), proferida por la Sección Tercera del Consejo de Estado el cinco (5) abril de 2013 (C.P. Stella Conto Díaz del Castillo), se refiere al compromiso que, en atención a la naturaleza de la acción popular, a su origen constitucional y a la clase de derechos e intereses que protege, adquiere el juez que la tramitó frente a la garantía del cumplimiento de las órdenes impartidas en aras del restablecimiento del derecho colectivo vulnerado. El fallo señala, al respecto, que “(...) la supremacía de las normas constitucionales exige, antes que la evocación de un enunciado formal de prevalencia de los derechos colectivos, su plena eficacia material. Y a ese objetivo debe orientarse imperiosamente la actividad de las autoridades, incluyendo la tarea del juez de la acción popular, pues un procedimiento distinto conduciría al desconocimiento de uno de los fines esenciales del Estado Social, para el efecto de la participación en la protección de los derechos colectivos con la eficacia que su trascendencia exige. Sobre ese supuesto, advierte que el rol del juez de la acción popular no puede limitarse a adoptar una decisión con respecto a los hechos, pretensiones y excepciones alegadas y probadas por las partes, ya que, por el contrario, “su deber tiene que ver con la adopción de las medidas que sean necesarias para restablecer las cosas al estado precedente a la vulneración del derecho o del interés colectivo, de ser ello posible (...)”.


� Sentencia T-509 de 2013, M.P.: Nilson Pinilla Pinilla


� Sentencia T-086 de 2003, M.P.: Manuel José Cepeda Espinosa


� Folios 39 a 42, cuaderno incidente de desacato.


� Folio 45 vuelto, cuaderno incidente de desacato.


� Folios 36 y 37, cuaderno de incidente.


� Folio 54, frente y vuelto, cuaderno de incidente de desacato.
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